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Cordial saludo,  

 

Me permito informar que al interior de la acción de tutela incoada por MILENA DEL PILAR PIÑA 

DIAZ en contra de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC y la 

FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA –AREANDINA y la DIRECCIÓN DE 

IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN mediante sentencia de la fecha el Despacho 

decidió:  

 

PRIMERO: NEGAR la presente acción de tutela, conforme fue indicado en la parte motiva 

de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Si el presente fallo no es impugnado dentro de los tres (03) días siguientes a su 

notificación, envíese el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión. 

 

TERCERO: ORDÉNESE a la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC, a la 

FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA –AREANDINA y a la DIRECCIÓN DE 

IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES -DIAN-, que a través del aplicativo correspondiente 

procedan a la publicación inmediata en medio oficial (con fechas de fijación y desfijación) del 

presente fallo, cumpliendo con la notificación de las personas ADMITIDAS PARA LA OPEC 

PEC 198468 gestor II, Grado II, Código 302 

. 

 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

DANIELA ARIAS ZAPATA 

Secretaria 
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PROCESO Acción de tutela No. 93 

RADICADO 05001 31 03 018 2024-00101 00 

INSTANCIA Primera 

ACCIONANTE Milena del Pilar Piña Díaz 

ACCIONADO Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC  y otros  

VINCULADOS Admitidos OPEC 198468 
PROVIDENCIA Sentencia No. 99 

DECISIÓN Niega amparo 

 

Medellín, diecinueve (19) de marzo de dos mil veinticuatro (2024) 
 

El Despacho procede a resolver la pretensión de tutela incoada por MILENA 

DEL PILAR PIÑA DIAZ, en contra de la COMISIÓN NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL-CNSC, la DIRECCIÓN DE IMPUESTOS y 

ADUANAS NACIONALES – DIAN y la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA 

DEL ÁREA ANDINA –AREANDINA. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1°.  De la pretensión de amparo. 

 

La Accionante argumentó que la Comisión Nacional del Servicio Civil –CNSC- 

dio apertura al proceso de selección DIAN 2022 mediante el acuerdo 

CNT2022AC000008 del 29 de diciembre de 2022, en el cual se establecieron 

las reglas del proceso de Selección de Ingreso y Ascenso para proveer empleos 

en vacancia definitiva de la Unidad Administrativa Especial Dirección de 

Impuestos y Aduanas Nacionales –DIAN-, siendo el operador logístico la 

Fundación Universitaria del Área Andina –Areandina-. 

 

Informó la tutelante que, se inscribió a la convocatoria para la OPEC 198468 

gestor II, Grado II, Código 302, sin embargo, presentó examen de competencias 

básicas funcionales, pruebas de integridad y revisión de hoja de vida con una 

sumatoria de resultados “no continúa en concurso”. 

 

Argumenta la accionante que el acuerdo que dio apertura al concurso, indica 

que se realizarán las pruebas en dos fases, y que la segunda será en un curso de 

formación, al cual convocarán a los tres primeros puestos por vacante, incluso 

en condiciones de empate, por ende, de una revisión de la publicidad en las 



pruebas, en la OPEC 198468 se ofertaron 143 vacantes, por lo cual debieron 

convocar a 429 personas, o más dependiendo de los posibles empates que 

pudieron surgir entre varios concursantes.  Teniendo en cuenta lo anterior, 

afirma que su posición fue el número 325, por lo que debió ser llamada a la 

siguiente fase para continuar el proceso de selección.  

 

Luego, indica que realizó varias peticiones a la Comisión Nacional de Servicio 

Civil, empero, sus respuestas fueron variantes debido a la consideración de los 

empates, y que la interpretación realizada por la accionada va en contravía del 

mérito y de la igualdad. 

 

Concretamente las pretensiones de la tutela son encaminadas a solicitar el 

amparo sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, trabajo y 

acceso a cargos públicos que señala vulnerados por la accionadas, ordenándoles 

que, respeten el acuerdo N° CNT2022AC000008 del 29 DE DICIEMBRE DE 

2022, sin desventajas e interpretaciones que pongan en desventaja a los 

participantes 

 

2°.  Del trámite y la réplica.  

 

i. El presente trámite fue admitido por auto del 06 de marzo de 2024, en contra 

de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC, la 

DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN y 

la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA –

AREANDINA, ordenando su notificación y concediéndoles el término de dos 

(02) días para pronunciarse sobre los hechos objeto de tutela. Además, se 

vinculó al presente trámite a las personas ADMITIDAS PARA LA OPEC Nro. 

198468, Gestor II código de empleo 302, grado 2, ordenando a las accionadas 

para que a través del aplicativo correspondiente procedieran a la publicación 

inmediata en medio oficial (con fechas de fijación y desfijación) para la 

vinculación de las personas ADMITIDAS PARA LA OPEC Nro. 198468, 

Gestor II código de empleo 302, grado 2, informándoles que, si a bien lo 

tuvieran, procedan a hacer uso del derecho a la defensa. 

 

ii. La Unidad Administrativa Especial - Dirección de Impuestos y Aduanas 

Nacionales – DIAN, indicó que es la Comisión Nacional del Servicio Civil la 

responsable del proceso de selección DIAN 2022, por lo que es la entidad 

competente para atender la solicitudes de la actora,  y si bien la DIAN trabaja 

armónicamente con la CNSC en el proceso de Selección para proveer los 

empleos de carrera administrativa, su competencia es a partir de las actuaciones 

administrativas relativas al nombramiento y al periodo de prueba, por lo cual, 

la acción de tutela resulta improcedente en su contra. 

 



Indicó que, los principios de legalidad y debido proceso que se encuentran 

plasmados en el Acuerdo Nro. CNT2022AC000008 29 de diciembre de 2022, 

el cual fue emitido atendiendo los presupuestos de la Constitución y la Ley. En 

ese orden, solicitó denegar el amparo de tutela por improcedente ante la falta de 

legitimación en la causa por pasiva y la inexistencia de vulneración de derecho 

fundamental alguno (Archivo 006, expediente digital) 

 

iii. La Comisión Nacional del Servicio Civil, se pronunció a la acción 

constitucional (Archivo 007, expediente digital), señalando que sus actuaciones 

se encuentran ajustadas a derecho y no existe vulneración a los derechos 

fundamentales del accionante, por lo cual el amparo solicitado debe ser negado.  

 

Indicó que, de conformidad con la jurisprudencia constitucional, sentencia SU-

446 de 2011 las reglas señaladas para las convocatorias son las leyes del 

concurso y son inmodificables, salvo que sean contrarias a la Constitución y la 

ley.  Refiere que el derecho a la igualdad no significa que el aspirante y partícipe 

en un concurso adquiera sin más el derecho a ser designado en el cargo, pues de 

manera previa se indican los requisitos y condiciones necesarios para ingresar 

a los cargos de carrera y determinar los méritos y calidades de los aspirantes.  

 

Señaló que expidió el Acuerdo Nro. 08 de 2022 por el cual se convoca y se 

establecen las reglas del proceso de Selección de Ingreso y Ascenso para 

proveer empleos en vacancia definitiva pertenecientes al Sistema Específico de 

Carrera Administrativa de la Planta de Personal de la Unidad Administrativa 

Especial Dirección de impuestos y Aduanas Nacionales –DIAN 2022-, el cual 

fue modificado parcialmente por el Acuerdo Nro. 24 de 2023 y su anexo.  

 

Señaló que de conformidad con el Art. 2.2.18.6.1 del Decreto 1083 de 2015, 

sustituido por el Art. 3 del Decreto 770 de 2021, dispone que los Acuerdos de 

los procesos de selección para el ingreso y/o ascenso a la carrera administrativa 

de la DIAN son la norma reguladora de todo curso y obliga a la Comisión 

Nacional del Servicio Civil, a la DIAN, a la firma que efectúa el concurso y a 

los participantes.  

 

Adujo que el Art. 29.2 del Decreto-ley 71 de 2020, norma que regula el Sistema 

Específico de Carrera Administrativa de la DIAN, señala el proceso a seguir 

para los concursos en dicho sistema: 

 

“Artículo 29. Pruebas para la provisión de los empleos del nivel 

profesional de los procesos misionales de la DIAN bajo las modalidades 

de ingreso o ascenso. Para la provisión de los empleos bajo las 

modalidades de ingreso o ascenso, el proceso de selección comprenderá 

dos (2) fases independientes, a saber:  

(…) 



 

29.2 Fase II. A esta fase serán llamados, en estricto orden de puntaje, y en 

el número que defina la convocatoria pública, los concursantes que 

alcancen o superen el puntaje mínimo aprobatorio de la Fase I. (Subraya 

fuera del texto).” 

 

A su vez, el artículo 20 inciso 2 del Acuerdo № CNT2022AC000008 de 29 de 

diciembre de 2022, señala: 

 

ARTÍCULO 20. CURSO(S) DE FORMACIÓN. En aplicación del artículo 

29, numeral 29.2, del Decreto Ley 71 de 2020, los Cursos de Formación, 

que corresponden a la Fase II del presente proceso de selección, prevista 

para los empleos ofertados del Nivel Profesional de los Procesos 

Misionales de la DIAN, van a ser “(…) sobre conocimientos específicos 

en asuntos tributarios, aduaneros y/o cambiarios, (…) según el proceso 

misional al cual pertenece el empleo a proveer” (Ver Tabla No. 15). 

(…) 

En los términos de la norma precitada, para cada una de las vacantes 

ofertadas de los empleos antes referidos, se llamarán al respectivo Curso 

de Formación a los concursantes que, habiendo aprobado la Fase I, 

ocupen los tres (3) primeros puestos por vacante, incluso en condiciones 

de empate en estas posiciones, según la relación que previamente haga 

de ellos la CNSC mediante acto administrativo, contra el cual no 

procederá ningún recurso. 

 

Por lo expuesto, son llamados a realizar el Curso de Formación tres aspirantes 

por vacante de la misma OPEC, quienes conformaran el grupo de citados para 

dicho empleo, siempre que, habiendo superado el puntaje mínimo aprobatorio 

de la Fase I, obtengan los mejores puntajes incluyendo para el efecto, aquellos 

que se encuentren en empate, dentro de la misma posición.  

 

Señaló que, si el grupo se completa con la primera posición, solo se citará a los 

aspirantes ubicados en esta, incluyendo sus empates, pero si, con la primera 

posición no se completa el respectivo grupo de la OPEC, siguiendo el estricto 

orden de mérito, se procederá a citar a los aspirantes con segundo mejor puntaje 

o posición, incluyendo sus empates, hasta agotar el número total de aspirantes 

que deben ser citados para cumplir con el grupo de aspirantes de la respectiva 

OPEC.  

 

Indicó que, en cumplimiento de la regla establecida en el respectivo proceso de 

selección se llama a curso de formación a los aspirantes de la OPEC con mejores 

puntajes, al respecto se indica que el puntaje del accionante corresponde a 

35,95, a través del siguiente proceso aritmético: 

 



 

 
 

Indicó que para la OPEC 198468 se ofertó un total de 143 vacantes y dentro de 

los inscritos, un total de 429 aspirantes fueron llamados a los cursos de 

formación, pues obtuvieron mejor puntaje que el del Accionante, por lo cual 

este no fue citado.  

 

iv. La Fundación Universitaria del Área Andina- Areandina-: Indicó que la 

accionante superó el puntaje mínimo aprobatorio de la fase I, sin embargo, no 

logró obtener un puntaje que le permitiera una posición meritoria y ser llamado 

al curso de formación de la fase II.  

 

Mencionó que de conformidad con el Art. 11 de la ley 909 de 2004, es función 

de la Comisión Nacional del Servicio Civil, elaborar las convocatorias a cursos 

para el desempeño de empleos públicos de carrera, por lo cual, se profirió el 

Acuerdo 08 de 2022, modificado por el Acuerdo Nro. 24 de 2023, el cual 

convoca y establece las reglas del proceso de selección de ingreso y ascenso 

para proveer empleos en la DIAN.  Por esta razón, la Comisión Nacional del 

Servicio Civil, suscribió el contrato Nro. 478 de 2023 con el Consorcio Mérito 

Dian 06/2023, para desarrollar las fases de los cursos de formación, 

evaluaciones, exámenes médicos y aptitudes psicofísicas de dicho proceso de 

selección.  En ese orden, este Consorcio es el único competente para atender las 

reclamaciones, derechos de petición y acciones Judiciales dentro de los cursos 

de formación.  

 

Informó que, a los Cursos de Formación solamente serán citados los aspirantes 

que, aprobaron la Fase I y ocupen los tres (3) primeros puestos en la misma, 

incluso en condiciones de empate en estas posiciones. Por ello la CNSC publicó 

en la página web el 22 de enero de 2024 aviso informativo sobre la citación al 

curso de formación y la guía de orientación.  



 

Respecto de la tutelante señaló que, si bien logró obtener el puntaje mínimo 

aprobatorio de la fase I, para la OPEC solo se ofertaron 143 vacantes y, el 

acuerdo en el artículo 20 expresamente estableció que, se llamarían al curso de 

formación a los concursantes que, superaran la Fase I y ocuparan los tres (3) 

primeros puestos por vacante, incluso en condiciones de empate de estas 

posiciones, según la relación que previamente haga de ellos la CNSC mediante 

acto administrativo, indicando que, en esta citación no se encuentra el 

accionante porque no ocupó una posición meritoria en los términos del acuerdo 

para ser llamado al curso de formación. 

 

Reiteró que, en el caso de la OPEC se ofertó 143 vacantes, por lo cual solo serán 

llamados 429 aspirantes de los aprobados, incluso se citará a aquellos en 

condición de empate en estas posiciones, aunque se supere el número de 

aspirantes estimado. Manifestó que, estas disposiciones se encuentran 

incorporadas en el Acuerdo de la convocatoria, y las mismas fueron aceptadas 

por los aspirantes al momento de formalizar la inscripción; además, el acuerdo 

y el anexo técnico son normas reguladoras del proceso de selección, siendo de 

obligatorio cumplimiento.  

 

Finalmente, expreso que, toda vez que las actuaciones han estado ceñidas a las 

pautas del acuerdo, su aplicación no configura una violación a los derechos 

fundamentales de la accionante, por lo cual solicitó negar las pretensiones de 

tutela.  

 

vi. Atendiendo a la respuesta brindada por Fundación Universitaria Areandina, 

el Despacho en aras de evitar futuras nulidades dispuso la vinculación al trámite 

de tutela del CONSORCIO MÉRITO DIAN 06/2023, además, ordena oficiar al 

Juzgado 26 Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Medellín, 

para que aportara copia del trámite constitucional del radicado 

05001310902620240000900, con miras a que obre como prueba dentro de esta 

acción de tutela. 

 

vii. El Juzgado Juzgado 26 Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento 

de Medellín, allegó al trámite constitucional el expediente digital con radicado 

05001310902620240000900, en el cual se advierte que, por fallo de tutela del 

12 de febrero de 2024, se negaron las peticiones de la actora. 

 

viii. El Coordinador Jurídico de Proyectos del Consorcio Mérito Dian 06/2023 

allegó pronunciamiento al expediente digital, indicando que la tutelante si bien 

es cierto que supero el puntaje mínimo aprobatorio en la fase I, no logró obtener 

un puntaje que le permitiera acceder al llamado al curso de formación, por lo 

cual se encuentran dando cumplimiento al objeto contractual suscrito con la 

Comisión Nacional de Servicio Civil, además que, no hay vulneración de 



derechos fundamentales en el asunto por lo cual solicita se denieguen las 

peticiones de la acción de tutela. 

 

Así las cosas, previo a resolver se hacen necesarias las siguientes: 

 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

3°. De la tutela como mecanismo instituido para la guarda de los derechos 

fundamentales. 

 

Bajo los postulados del artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, la 

tutela se encuentra consagrada como un medio judicial orientado a la protección 

de los derechos fundamentales cuando han sido vulnerados o amenazados por 

la acción u omisión de cualquier autoridad pública, denominación general que 

tradicionalmente se ha usado para denotar la generalidad de los sujetos que 

pueden ser vinculados por pasiva al trámite del amparo constitucional. En ese 

orden, y bajo el supuesto de existir la vulneración o amenaza de un derecho 

fundamental, ha de proceder la pretensión de tutela cuando el afectado no 

disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como 

mecanismo transitorio, para evitar un perjuicio irremediable, resaltando así una 

clara naturaleza subsidiaria.   

 

En ese entendido, el juzgador debe apreciar las circunstancias especiales bajo 

las cuales le es puesto a consideración el amparo, pues en primera medida, 

deberá resolver sobre su admisibilidad, toda vez que, de ahí en más, está 

convocado a valorar los presupuestos axiológicos que le permitan decidir sobre 

los derechos sustanciales que han de ser o no tutelados sin formalidad, requisito 

o exigencia procedimental alguna. 

 

4°. Concurso público de méritos: La obligatoriedad de las reglas y su 

alcance  

 

El artículo 125 de la Constitución establece el mérito como criterio para la 

provisión de cargos públicos dentro de la administración y que consiste, en que 

el Estado pueda “contar con servidores cuya experiencia, conocimiento y 

dedicación garanticen, cada vez con mejores índices de resultados, su 

verdadera aptitud para atender las altas responsabilidades confiadas a los 

entes públicos, a partir del concepto según el cual el Estado Social de Derecho 

exige la aplicación de criterios de excelencia en la administración pública” 

 

Igualmente, establece que el mecanismo idóneo para hacer efectivo el mérito es 

el concurso público. Por tanto, si lo que inspira el sistema de carrera son el 

mérito y la calidad, son de suma importancia las diversas etapas que debe agotar 



el concurso público. En las diversas fases de éste, se busca observar y garantizar 

los derechos y los principios fundamentales que lo inspiran, entre otros, los 

generales del artículo 209 de la Constitución Política y los específicos del 

artículo 2 de la Ley 909 de 2004. La sentencia C 040 de 1995 reiterada en la SU 

913 de 2009, explicó cada una de esas fases, las que por demás fueron recogidas 

por el legislador en el artículo 31 de la Ley 909 de 2004. Así: 

 

“1. Convocatoria:  es la norma reguladora de todo concurso y obliga 

tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la 

realización del concurso y a los participantes. 

 

2. Reclutamiento: Esta etapa tiene como objetivo atraer e inscribir el 

mayor número de aspirantes que reúnan los requisitos para el desempeño 

de los empleos objeto del concurso. 

 

3. Pruebas. Las pruebas o instrumentos de selección tienen como finalidad 

apreciar la capacidad, idoneidad y adecuación de los aspirantes a los 

diferentes empleos que se convoquen, así como establecer una 

clasificación de los candidatos respecto a las calidades requeridas para 

desempeñar con efectividad las funciones de un empleo o cuadro funcional 

de empleos. La valoración de estos factores se efectuará a través de 

medios técnicos, los cuales deben responder a criterios de objetividad e 

imparcialidad. 

 

4. Listas de elegibles. Con los resultados de las pruebas…se elaborará en 

estricto orden de mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de 

dos (2) años. Con ésta y en estricto orden de mérito se cubrirán las 

vacantes para las cuales se efectuó el concurso. 

 

5. Período de prueba. La persona no inscrita en carrera administrativa 

que haya sido seleccionada por concurso será nombrada en período de 

prueba, por el término de seis (6) meses, al final de los cuales le será 

evaluado el desempeño, de acuerdo con lo previsto en el reglamento.  

 

“Aprobado dicho período, al obtener evaluación satisfactoria, el 

empleado adquiere los derechos de la carrera, los que deberán ser 

declarados mediante la inscripción en el Registro Público de la Carrera 

Administrativa. De no obtener calificación satisfactoria del período de 

prueba, el nombramiento del empleado será declarado insubsistente” 

 

La convocatoria es, entonces, “la norma reguladora de todo concurso y obliga 

tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la realización 

del concurso y a los participantes”, y como tal impone las reglas que son 

obligatorias para todos, entiéndase administración y administrados-



concursantes. La Corte Constitucional ha considerado, entonces, que el Estado 

debe respetar y observar todas y cada una de las reglas y condiciones que se 

imponen en las convocatorias, porque su desconocimiento se convertiría en una 

trasgresión de principios axiales de nuestro ordenamiento constitucional, entre 

otros, la transparencia, la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por 

las legítimas expectativas de los concursantes. En consecuencia, las normas de 

la convocatoria sirven de auto vinculación y autocontrol porque la 

administración debe “respetarlas y que su actividad, en cuanto a la selección de 

los aspirantes que califiquen para acceder al empleo o empleos 

correspondientes, se encuentra previamente regulada. 

 

Es indiscutible, entonces, que las pautas del concurso son inmodificables y, en 

consecuencia, a las entidades no le es dado variarlas en ninguna fase del 

proceso, por cuanto se afectarían los derechos fundamentales de los asociados 

en general y de los participantes en particular. 

 

5°Acción de tutela frente a actos administrativos en materia de concurso 

de méritos.  

 

La Corte Constitucional en Sentencia T-340 de 2020 se pronunció respecto de 

la improcedencia general de la acción de amparo para atacar actos 

administrativos que se dictan en concursos de mérito, al respecto se cita:   

 

“Las acciones de tutelas que se interponen en contra de los actos 

administrativos que se profieren en el marco de concursos de méritos, por 

regla general, son improcedentes, en tanto que existe la acción de 

nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo y, en el marco de ésta, la posibilidad de 

solicitar medidas cautelares. Sin embargo, al juez constitucional le 

corresponde, establecer si esas medidas de defensa existentes en el 

ordenamiento jurídico son ineficaces, atendiendo a las particularidades 

del caso en concreto puesto en su conocimiento. (…)” 

 

Si bien la regla general indica la improcedencia de la acción de tutela para 

dirimir los conflictos que se presenta en el marco de los concursos de méritos, 

cuando existen actos susceptibles de control judicial y, es especialmente, 

cuando las listas de elegibles adquieren firmeza; lo cierto es que la 

jurisprudencia constitucional ha fijado algunas subreglas para orientar en qué 

casos el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho no es eficaz, 

entendiendo que no permite materializar el principio del mérito en accedo a los 

cargos públicos. Ello bajo la consideración previa de que, desde un examen 

abstracto, tal medio goza de idoneidad.  

 



La Corte Constitucional en sentencia T 081 de 2022 señaló que la tutela es 

procedente de forma definitiva para resolver controversias relacionadas con 

concursos de méritos, cuando (i) el empleo ofertado en el proceso de selección 

cuenta con un periodo fijo determinado por la Constitución por la ley; (ii) se 

imponen trabas para nombrar en el cargo a quien ocupó el primer lugar en la 

lista de elegibles, (iii) el caso presenta elementos que podrían escapar del 

control del juez de lo contencioso administrativo, por lo que tiene una marcada 

relevancia constitucional y, finalmente (iv) cuando por las condiciones 

particulares del accionante (edad, estado de salud, condición social, entre 

otras), le resulta desproporcionado acudir al mecanismo ordinando.  

 

En conclusión, la acción de tutela no es por regla general, el mecanismo judicial 

dispuesto para resolver las controversias que se derivan del trámite de los 

concursos de méritos, cuando ya se han dictado actos administrativos 

susceptibles de control por parte del juez de lo contencioso administrativo, en 

especial, cuando ya existe una lista de elegibles. Sin embargo, el juez de tutela 

deberá valorar si, atendiendo a las circunstancias del caso concreto, los medios 

de control ante la justicia administrativa son eficaces para resolver el problema 

jurídico propuesto, atendiendo a las subreglas previamente mencionadas, esto 

es, (i) si el empleo ofertado cuenta con un periodo fijo determinado por la 

Constitución o por la ley; (ii) si se imponen trabas para nombrar en el cargo a 

quien ocupó el primer lugar en la lista de elegibles; (iii) si el caso tiene una 

marcada relevancia constitucional; y (iv) si resulta desproporcionado acudir 

al mecanismo ordinario, en respuesta a las condiciones particulares del 

accionante. 

 

5°.  Caso concreto.  

 

i. La Accionante afirma en el caso bajo estudio, que sus derechos fundamentales 

al debido proceso, igualdad, trabajo y acceso a cargos públicos están siendo 

vulnerados por parte de la Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC y la 

Fundación Universitaria del Área Andina, ya que, a pesar de haber obtenido 

el puntaje mínimo aprobatorio de la Fase I, de la convocatoria DIAN 2022, fue 

excluida de la misma y no continua en la Fase II. Por lo tanto, como ante lo 

decidido no procede recurso, acude a la acción de tutela afirmando que es el 

único medio del cual dispone para proteger sus derechos.  

 

ii. Como primera medida, es importante destacar que el Juzgado realizará un 

estudio de fondo acerca de lo pretendido por la accionante, debido a que, de una 

revisión del expediente digital con radicado 05001-31-09-026-2024-00009-00, 

y de una confrontación entre el escrito de tutela de esta acción constitucional y 

el de la tramitada por el Juzgado Vigésimo Sexto Penal del Circuito, es posible 

determinar que se presentan diferencias entre las peticiones, toda vez que la 

primera iba encaminada a solicitar una Resolución o Concepto mediante el cual 



se aclararan puntos referentes a la interpretación de los pasos del concurso de 

méritos, mientras que la que nos atañe propende por la participación de la 

accionante en el mencionado concurso.  

 

iii. Ahora, es trascendente señalar, conforme a la jurisprudencia precitada que, 

por regla general, la acción de tutela no procede contra los actos administrativos 

dictados dentro de un concurso de méritos, por cuanto la afectada puede acudir 

a los medios de defensa disponibles en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo para tal fin. Además, la Ley 1437 de 2011 en su artículo 230 

consagra medidas cautelares que permiten a los demandantes solicitarlas 

(preventivas, conservativas, anticipadas o de suspensión) ante el Juez o 

Magistrado ponente para que las decreten siempre y cuando tenga relación 

directa y necesaria con las pretensiones de la demanda.  

 

Si bien la actora no acreditó haber agotado las acciones pertinentes ante la 

Jurisdicción contencioso administrativa en relación con la Resolución que omite 

citarlo, discute que, esta decisión es arbitraria, ya que realiza una indebida 

valoración de sus puntajes, procediendo con ello a excluirla del proceso a pesar 

de superar el puntaje mínimo aprobatorio, actuación que va en contra del 

derecho al debido proceso y la igualdad.  

 

iv. Luego de la notificación a las accionadas, la Comisión Nacional del Servicio 

Civil y la Fundación Universitaria del Área Andina –Integrante del Consorcio 

Mérito DIAN 06/2023-, expusieron que, la accionante está apartándose de las 

reglas establecidas en la convocatoria, las cuales son de público conocimiento 

y fueron aceptadas al inscribirse para participar de la misma. Reiteraron que, las 

reglas de convocatoria, de conformidad con la ley y la jurisprudencia 

constitucional, son de obligatorio cumplimiento, no solo para la administración 

y las entidades contratadas para la realización, sino también para todos los 

participantes. 

 

v. En la página web de la Comisión Nacional del Servicio Civil: 

https://historico.cnsc.gov.co/index.php/normatividad-dian-2022/dian-2022-

acuerdo-anexo , se aprecia la normatividad que rige el proceso DIAN 2022, al 

igual que sus acuerdos y anexos: 

 

 

https://historico.cnsc.gov.co/index.php/normatividad-dian-2022/dian-2022-acuerdo-anexo
https://historico.cnsc.gov.co/index.php/normatividad-dian-2022/dian-2022-acuerdo-anexo


 
 

En este portal web se ha publicado toda la información de las fases del proceso 

de selección de forma general, como citación a exámenes, publicación de 

resultados:   

 

 
 

 

 
 



 
 

A su vez, se encuentra publicada la Resolución 2159 del 24 de enero de 2024, 

mediante la cual se citó al curso de formación a aquellos aspirantes que 

aprobaron la fase I y tienen los mayores puntajes en la OPEC No. 198468, del 

Nivel Profesional de los Procesos Misionales (archivo 042 Exp. Digital) 

 

 

 
 

Esta Resolución trae consignados los nombres completos con número de 

identidad de 429 aspirantes que aprobaron la fase I, y continúan el proceso para 

proveer 143 vacantes publicadas en relación con la OPEC No. 198468, del 

Nivel Profesional de los Procesos Misionales, dando cumplimiento a lo 

establecido en el art. 20 del Acuerdo No. CNSC - CNT2022AC000008 de 2022, 

en el cual se indicó que solo se citaría a quienes ocupen los tres (3) primeros 

puestos por vacante, incluso en condiciones de empate en estas posiciones. 

 

vi. Si bien en la Resolución no se encuentran consignados los puntajes de los 

citados, cada aspirante a través del aplicativo SIMO puede consultar el listado 

de puntajes al empleo al cual se postularon, en la cual relacionan los documentos 

y puntajes de quienes continúan en el proceso.  

 



La resolución que cita a los tres puntajes más altos por vacante, en su artículo 

primero parágrafo segundo informa que, si alguno o algunos de los llamados al 

correspondiente Curso de Formación renuncian a realizarlo, la CNSC procederá 

a llamar, en estricto orden de mérito, al aspirante o aspirantes que hayan 

superado la Fase I con los siguientes mejores puntajes.  

 

vii. La explicación antecedente, permite concluir que la presunta vulneración al 

debido proceso, al derecho a la igualdad y al mérito, que discute la actora por 

no haber sido citada a la fase II, a pesar de obtener el puntaje mínimo 

aprobatorio, no constituye una decisión arbitraria, pues se encuentra ajustada a 

las reglas que rigen la convocatoria, las mismas que fueron aceptadas por el 

Aspirante al momento de su ingreso.  

 

Así, la inconformidad de la Accionante no corresponde a una trasgresión de sus 

derechos fundamentales, sino a la aplicación de las disposiciones establecidas 

en el acuerdo de la convocatoria DIAN 2022 para su desarrollo, disposiciones 

de público conocimiento de forma previa a la inscripción.  

 

Por lo tanto, como no se observa vulneración de los derechos fundamentales del 

Accionante, deviene improcedente el amparo constitucional deprecado.  
 

En mérito de lo expuesto el JUZGADO DÉCIMO OCTAVO CIVIL DEL 

CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN, administrando justicia en 

nombre de la República y por autoridad de ley,  

 

FALLA: 

 

PRIMERO: NEGAR la presente acción de tutela, conforme fue indicado en la 

parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Si el presente fallo no es impugnado dentro de los tres (03) días 

siguientes a su notificación, envíese el expediente a la Corte Constitucional, 

para su eventual revisión. 

 

TERCERO: ORDÉNESE a la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO 

CIVIL CNSC, a la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA –

AREANDINA y a la DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS 

NACIONALES -DIAN-, que a través del aplicativo correspondiente procedan 

a la publicación inmediata en medio oficial (con fechas de fijación y desfijación) 

del presente fallo, cumpliendo con la notificación de las personas ADMITIDAS 

PARA LA OPEC PEC 198468 gestor II, Grado II, Código 302 

 

NOTIFÍQUESE, 

 



 

 

 

 

WILLIAM FDO. LONDOÑO BRAND 

JUEZ 
(Firma escaneada-Art. 11 Dcto. 491/2020-Ministerio de Justicia y del Derecho) *4* 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


